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OPINIÓN Nº 078-2012/DTN

Entidad:
Ministerio de Defensa

Asunto:
Ámbito de aplicación de la Ley de Contrataciones del Estado y “contrataciones de gobierno a gobierno”
Referencia:
Oficio Nº 766-2012-MINDEF-VRD
1. ANTECEDENTES

Mediante el documento de la referencia, el Viceministro de Recursos para la Defensa del Ministerio de Defensa consulta sobre la posibilidad de realizar una “contratación de gobierno a gobierno”.
Antes de iniciar el desarrollo del presente análisis, es necesario precisar que las consultas que absuelve este Organismo Supervisor son aquellas referidas al sentido y alcance de la normativa de contrataciones del Estado, planteadas sobre temas genéricos y vinculados entre sí, sin hacer alusión a asuntos concretos o específicos, de conformidad con lo dispuesto por el literal i) del artículo 58 de la Ley de Contrataciones del Estado, aprobada mediante Decreto Legislativo Nº 1017, y la Segunda Disposición Complementaria Final de su reglamento, aprobado mediante Decreto Supremo Nº 184-2008-EF.

En ese sentido, las conclusiones de la presente opinión no se encuentran vinculadas necesariamente a situación particular alguna.
2. CONSULTAS Y ANÁLISIS

La consulta formulada es la siguiente:

“(…) este Despacho necesita conocer la posibilidad de efectuar una contratación de Gobierno a Gobierno (…)”.

Sobre el particular, corresponden señalar lo siguiente:

2.1 De acuerdo con el literal i) del artículo 58 de la Ley de Contrataciones del Estado
, es función del Organismo Supervisor de las Contrataciones del Estado (OSCE) absolver las consultas sobre las materias de su competencia; esto es, aquellas consultas genéricas referidas al sentido y alcance de la normativa de contrataciones del Estado, tal como se ha precisado en los antecedentes de la presente opinión.
En esa medida, en vía de consulta, este Organismo Supervisor no puede determinar si es posible que una Entidad realice una contratación de gobierno a gobierno o no, pues ello implicaría analizar las condiciones particulares en las que se realizará dicha contratación, a efectos de determinar su procedencia o viabilidad; aspecto que excede la habilitación establecida por el literal i) del artículo 58 de la Ley de Contrataciones del Estado.
Sin perjuicio de ello, a continuación se analiza la naturaleza, características y finalidad de las contrataciones que se realizan en el marco de la Ley de Contrataciones del Estado, a efectos de determinar si entre estas se incluyen las “contrataciones de gobierno a gobierno”.

2.2 En primer lugar, debe indicarse que el artículo 76 de la Constitución Política dispone lo siguiente:
“Obligatoriedad de la Contrata y Licitación Pública
Artículo 76.- Las obras y la adquisición de suministros con utilización de fondos o recursos públicos se ejecutan obligatoriamente por contrata y licitación pública, así como también la adquisición o la enajenación de bienes.
La contratación de servicios y proyectos cuya importancia y cuyo monto señala la Ley de Presupuesto se hace por concurso público. La ley establece el procedimiento, las excepciones y las respectivas responsabilidades.” (El subrayado es agregado).

Por su parte, el Tribunal Constitucional ha precisado que “La función constitucional de esta disposición es determinar y, a su vez, garantizar que las contrataciones estatales se efectúen necesariamente mediante un procedimiento peculiar que asegure que los bienes, servicios u obras se obtengan de manera oportuna, con la mejor oferta económica y técnica, y respetando principios tales como la transparencia en las operaciones, la imparcialidad, la libre competencia y el trato justo e igualitario a los potenciales proveedores. En conclusión, su objeto es lograr el mayor grado de eficiencia en las adquisiciones o enajenaciones efectuadas por el Estado, sustentado en el activo rol de principios antes señalados para evitar la corrupción y malversación de fondos públicos.” 
 (El subrayado es agregado).
Como se desprende del artículo 76 de la Constitución y de lo señalado por el Tribunal Constitucional, la contratación de bienes, servicios y obras con fondos públicos debe realizarse, obligatoriamente, mediante los procedimientos que establezca la ley de desarrollo de este precepto constitucional.

Ahora bien, la ley de desarrollo del artículo 76 de la Constitución no es otra que la vigente Ley de Contrataciones del Estado, la que, conjuntamente con su Reglamento y las directivas que emite el Organismo Supervisor de Contrataciones del Estado (OSCE), constituyen la normativa de contrataciones del Estado, la misma que tiene por finalidad salvaguardar la eficiencia de las contrataciones y el adecuado uso de los fondos públicos involucrados.

Cabe recordar que, respecto de la importancia de la función que cumple la Ley de Contrataciones del Estado, el Tribunal Constitucional ha señalado lo siguiente: “Resulta claro que la finalidad de eficiencia y transparencia en las adquisiciones puede conseguirse de mejor modo mediante procesos de selección como los establecidos por el TUO de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado
, pues la serie de etapas que presenta (convocatoria, apertura de propuestas técnicas y económicas, y adjudicación de la buena pro, las cuales son supervisadas por un comité especial encargado de llevar a cabo el proceso y sobre el cual descansa la responsabilidad del mismo), garantizan, en cierto modo, la imparcialidad frente a los postores y la mejor decisión a favor del uso de recursos públicos.” 
 (El subrayado es agregado).
2.3 Efectuada la precisión anterior, debe delimitarse el ámbito de aplicación de la Ley de Contrataciones del Estado y, en consecuencia, de la normativa de contrataciones del Estado; para tal efecto, debe tenerse en consideración dos aspectos: uno de carácter subjetivo, referido a los sujetos que deben someter su actuación a las disposiciones de la mencionada ley, y el otro de carácter objetivo, referido a la materia u objeto que regular dicha ley.
Así, en el numeral 3.1 de su artículo 3, la Ley de Contrataciones del Estado establece el aspecto subjetivo para su aplicación, señalando los tipos de órganos u organismos de la administración pública
 que deben observarla, para realizar sus contrataciones; denominándoles, genéricamente, “Entidades”.

Por su parte, en el numeral 3.2 de su artículo 3, la Ley de Contrataciones del Estado establece el aspecto objetivo para su aplicación, precisando que sus disposiciones se aplican a las contrataciones que realizan las Entidades para proveerse de bienes, servicios y obras, asumiendo la obligación de pagar con fondos públicos el respectivo precio
, y demás obligaciones derivadas de su calidad de contratante.
Teniendo en consideración ambos aspectos, el subjetivo y el objetivo, puede concluirse que las contrataciones que se encuentran dentro del ámbito de aplicación de la Ley de Contrataciones del Estado y, en consecuencia, de la normativa de contrataciones del Estado, son aquellas que realizan las Entidades señaladas en el numeral 3.1 del artículo 3 de la mencionada ley, para proveerse de bienes, servicios y obras, asumiendo la obligación de pagar con fondos públicos la respectiva contraprestación.
2.4 Delimitado el ámbito de aplicación de la Ley de Contrataciones del Estado, es necesario precisar la naturaleza, características y finalidad de los contratos que celebran las Entidades en el marco de esta norma.
Para tal efecto, en primer lugar, resulta relevante considerar lo señalado por el Tribunal Constitucional respecto del carácter de la contratación pública: “La contratación estatal tiene un cariz singular que lo diferencia de cualquier acuerdo de voluntades entre particulares, ya que al estar comprometidos recursos y finalidades públicas, resulta necesaria una especial regulación que permita una adecuada transparencia en las operaciones.”
 (El subrayado es agregado).

Además, debe considerarse lo señalado por la doctrina; así, para Juan Carlos Cassagne, “En el ámbito contractual, la idea de lo público se vincula, por una parte, con el Estado como sujeto contratante pero, fundamentalmente, su principal conexión es con el interés general o bien común que persiguen, de manera relevante e inmediata, los órganos estatales al ejercer la función administrativa.”
 (El subrayado es agregado).
De esta manera, tanto el Tribunal Constitucional como la doctrina reconocen el carácter particular de las contrataciones que llevan a cabo las Entidades para satisfacer sus necesidades, las que, además de determinar la erogación de fondos públicos, se encuentran vinculadas con el ejercicio de la función administrativa y la satisfacción del interés general o interés público que esta persigue.

Todo esto determina que a los contratos que celebran las Entidades con los particulares se les apliquen, en primer orden, las normas del Derecho Público, y solo de manera subsidiaria o supletoria, las normas del Derecho Privado, dando lugar a una categoría típica del Derecho Administrativo, el “contrato administrativo”.

Ahora bien, a efectos de comprender a cabalidad esta categoría jurídica, es conveniente revisar el desarrollo doctrinario del que ha sido objeto, en cuanto a su concepto y características más relevantes.

Manuel María Diez, señala que el contrato administrativo es “(…) un acuerdo de voluntades entre un órgano del Estado y un particular que genera efectos jurídicos en materia administrativa, razón por la cual el órgano del Estado debe haber actuado en ejercicio de su función administrativa.”
 (El resaltado es agregado). Por su parte, Juan Carlos Cassagne indica que “En el contrato administrativo, a diferencia de los contratos regidos por el derecho privado, la Administración procura la satisfacción de un interés público relevante, de realización inmediata o directa, que se incorpora al fin u objeto del acuerdo, proyectándose en su régimen sustantivo (ius variandi, interpretación, equilibrio financiero, etc.).”

Asimismo, Manuel María Diez precisa que los elementos del contrato administrativo son los siguientes:

a) El elemento subjetivo: “(…) el contrato administrativo es un acuerdo de voluntades entre dos partes, de las cuales una de ellas por lo menos es un órgano estatal en ejercicio de la función administrativa. La otra parte sería una persona física o jurídica privada, por cuanto si fuera pública nos encontraríamos frente a los contratos interadminsitrativos.” 
 (El resaltado es agregado).

b) El acuerdo de voluntades: “(…) para que exista contrato se requiere la concurrencia de dos voluntades opuestas y válidas de los sujetos que concurren a su formación. En el contrato administrativo, uno de los sujetos de la relación contractual es la administración y el otro el cocontratante. El acuerdo de voluntades o consentimiento implica, entonces, una manifestación de voluntad coincidente de las partes y presupone, por un lado, la capacidad jurídica del cocontratante de la administración y por el otro la competencia del órgano estatal.” 
 (El subrayado es agregado).

c) El elemento objetivo: “El objeto del contrato es la obligación que por él se constituye, obligación que tiene por contenido una prestación de dar y hacer o no hacer querida por las partes. (…) Los contratos administrativos pueden tener por objeto una obra o servicio público y cualquier otra prestación que tenga por objeto el fomento de los intereses y la satisfacción de las necesidades generales.” 
 (El subrayado es agregado).

d) La causa: “(…) la causa tiene carácter objetivo: es la situación de hecho que ha considerado la administración y que la determina a contratar para satisfacerla.” 

e) La forma: “En el caso del contrato también la forma comprenderá no solamente la exteriorización del acuerdo de voluntades, sino también todas las formalidades requeridas para la formación de la voluntad administrativa y su notificación.” 

f) La finalidad: “El último elemento del contrato administrativo es el fin. La administración persigue un fin, la satisfacción del interés general. De manera que el contrato debe ser realizado por la administración teniendo en cuenta este fin. La finalidad constituye un elemento esencial en la contratación administrativa.” 
 (El subrayado es agregado).
Adicionalmente a los elementos antes detallados, es importante resaltar una de las características más distintivas de los contratos administrativos, que es la de ser “contratos de colaboración”; al respecto, Manuel María Diez indica que: “(…) los contratos administrativos son en muchos casos contratos de colaboración y el particular actúa colaborando con la administración.”
 (El subrayado es agregado). No obstante, dicha colaboración implica el pago del precio la prestación o contraprestación al particular.
Otra de las características distintivas de estos contratos que también es importante resaltar, es que la Entidad, al actuar en ejercicio de la función administrativa y tutelando del interés público, goza de especiales potestades que, como señala Juan Carlos Cassagne, le otorgan “(…) prerrogativas de modificar unilateralmente el contrato, de aplicar multas por sí y ante sí, entre otras.”
 Estas especiales potestades o prerrogativas son las denominadas “cláusulas exorbitantes”, que “Se llaman así porque son evidentemente diferentes del derecho común. No se concebirían en los contratos civiles porque quedaría roto el principio de igualdad de las partes y el de la libertad contractual.”
, según precisa Manuel María Diez.
En consecuencia, los contratos celebrados observando las disposiciones de la Ley de Contrataciones del Estado, se enmarcan en una categoría típica del Derecho Administrativo, el contrato administrativo, y presentan las siguientes características: (i) son celebrados entre una Entidad que ejerce la función administrativa, y un particular (proveedor); (ii) si bien son celebrados para satisfacer la necesidad inmediata de la Entidad de contar con determinado bien, servicio u obra, su finalidad última es la satisfacción del interés público que subyace a dicha necesidad
; (iii) el carácter de colaborador de la administración pública que adquiere el particular, y que le permite gozar de determinados derechos
, en tanto cumpla las obligaciones a su cargo; y (iv) las especiales prerrogativas de las que goza la Entidad, que derivan del ejercicio de la función administrativa y la persecución del interés público subyacente al contrato
; principalmente.

2.5 Habiéndose delimitado el ámbito de aplicación de la Ley de Contrataciones del Estado, así como la naturaleza y características de los contratos a los que la mencionada norma da origen, resta determinar las contrataciones que se encuentran fuera de su ámbito de aplicación.

En el numeral 3.3 del artículo 3 de la Ley de Contrataciones del Estado, se establece una lista de supuestos en los que no resulta aplicable esta ley y, en consecuencia, la normativa de contrataciones del Estado. No obstante, la referida lista no es taxativa, sino que, mediante una ley o norma con rango de ley, pueden establecerse otros supuestos que determinan la inaplicación de la referida ley.
Sobre el particular, cabe resaltar que el propio Tribunal Constitucional ha precisado que “(…) si bien es cierto que la Ley de Contrataciones del Estado representa la norma de desarrollo constitucional que recoge los principios señalados en el artículo 76° de la Constitución, también lo es que el contexto socioeconómico puede determinar la necesidad de establecer mecanismos excepcionales de adquisición, conforme lo señala la propia Constitución, y cuya única condición exigible será que estén regulados por ley y que respeten los principios constitucionales que rigen toda adquisición pública. Es claro, entonces, que ningún mecanismo de adquisición será válido si no respeta los principios de eficiencia, transparencia y trato igualitario.” 
 (El subrayado es agregado).
A manera de ejemplo, de los supuestos de inaplicación previstos en el numeral 3.3 del artículo 3 de la Ley de Contrataciones del Estado, puede señalarse el del literal ñ), contrataciones en el extranjero
; este supuesto se verifica cuando una Entidad, previa verificación de la inexistencia de algún proveedor en el mercado nacional que pueda brindarle la prestación requerida
, decide contratar con un proveedor
 no domiciliado
 en el país la prestación requerida, la que se ejecuta mayoritariamente (más del 50%) en territorio extranjero; como se ha precisado en opiniones previas
.

Asimismo, como ejemplo de las leyes o normas con rango de ley que establecen supuestos que determinan la inaplicación de la Ley de Contrataciones del Estado, puede señalarse a la Ley Nº 29230, Ley que Impulsa la Inversión Pública Regional y Local con Participación del Sector Privado, o al Decreto Legislativo Nº 1012, que aprueba la Ley Marco de Asociaciones Público – Privadas para la Generación de Empleo Productivo y Dicta Normas para la Agilización de los Procesos de Promoción de la Inversión Privada.
En tal sentido, adicionalmente a los supuestos de inaplicación previstos en el numeral 3.3 del artículo 3 de la Ley de Contrataciones del Estado, en el ordenamiento jurídico nacional existen otros supuestos que determinan la inaplicación del régimen general de contrataciones del Estado, que son establecidos por leyes o normas con rango de ley y que permiten a los órganos u organismos de la administración pública celebrar contratos para satisfacer los fines vinculados con el interés público.

2.6 Finalmente, en cuanto a las “contrataciones de gobierno a gobierno” debe indicarse que, si bien en los contratos a las que estas contrataciones dan origen una de las partes es un órgano u organismo de la administración pública del Estado Peruano, la otra parte no es un particular, sino otro Estado; lo que determina que su naturaleza y características sean distintas a las del contrato administrativo –que es el tipo de contrato que se celebra entre una Entidad y un particular, bajo el régimen general de contratación estatal establecido por la Ley de Contrataciones del Estado-, pese a que su finalidad también pueda ser la consecución de un fin vinculado con la satisfacción del interés público nacional.
Al respecto, resulta ilustrativo citar a Juan Carlos Casagne, quien identifica como uno de los contratos excluidos del régimen general aplicable a la contratación administrativa, a los “contratos celebrados con Estados extranjeros”, conforme a lo siguiente: “(…) el panorama que ofrece la contratación pública resulta tan complejo como variado, siendo difícil concebir un régimen jurídico unitario que agrupe y contenga todas las formas contractuales a las que acude el Estado para alcanzar sus fines. (…) Ello no quita que la categoría principal en el campo de la contratación pública, regida por el derecho interno, siga siendo la figura del contrato administrativo, sin dejar de reconocer otras especies contractuales, en la que se aplica preponderantemente el derecho internacional y, en menor medida, el derecho administrativo (con la posibilidad de aplicación analógica del derecho privado). Esto acontece con los contratos excluidos del régimen general aplicable a la contratación administrativa, como son “los contratos celebrados con Estados extranjeros, con entidades de derecho público internacional, con instituciones multilaterales de crédito, los que se financien, total o parcialmente, con recursos provenientes de esos organismos” así como “los comprendidos en operaciones de crédito público”.” (El resaltado es agregado).

Así, mientras que en el contrato administrativo celebrado en el marco de la Ley de Contrataciones del Estado, existe una evidente desigualdad entre las partes –si bien el privado colabora con la Entidad y goza de determinados derechos, la Entidad actúa en ejercicio de la función administrativa y representa al Estado, adquiriendo especiales prerrogativas que le permiten tutelar el interés público subyacente a la contratación- en el contrato derivado de una “contratación de gobierno a gobierno”, las partes son órganos u organismos de la administración pública de cada Estado contratante –ambos soberanos-, que tutelan la satisfacción del interés público y bienestar de su respectiva nación.

Cabe precisar que, dadas las características particulares de los contratos que derivan de una “contratación de gobierno a gobierno”, estos se sujetan a las normas del Derecho Público de cada uno de los Estados contratantes –el cual regula la competencia y formalidades para la expresión de la voluntad y demás aspectos vinculados con la tutela de los recursos públicos involucrados-, las normas del Derecho Internacional y las reglas propias del Comercio Internacional, cuando menos.

Por tanto, si bien en el numeral 3.3 del artículo 3 de la Ley de Contrataciones del Estado no se ha previsto un supuesto de inaplicación específico para las “contrataciones gobierno a gobierno”, estas contrataciones, por su propia naturaleza y la calidad de las partes contratantes, se encuentran fuera del régimen general de contratación estatal, establecido por la referida ley.
3. CONCLUSIONES

3.1 Los contratos celebrados observando las disposiciones de la Ley de Contrataciones del Estado, se enmarcan en una categoría típica del Derecho Administrativo, el contrato administrativo, y presentan las siguientes características: (i) son celebrados entre una Entidad que ejerce la función administrativa, y un particular (proveedor); (ii) si bien son celebrados para satisfacer la necesidad inmediata de la Entidad de contar con determinado bien, servicio u obra, su finalidad última es la satisfacción del interés público que subyace a dicha necesidad; (iii) el carácter de colaborador de la administración pública que adquiere el particular, y que le permite gozar de determinados derechos, en tanto cumpla las obligaciones a su cargo; y (iv) las especiales prerrogativas de las que goza la Entidad, que derivan del ejercicio de la función administrativa y la persecución del interés público subyacente al contrato; principalmente.
3.2 Si bien en los contratos a los que dan origen las “contrataciones de gobierno a gobierno” una de las partes es un órgano u organismo de la administración pública del Estado Peruano, la otra parte no es un particular, sino otro Estado; lo que determina que su naturaleza y características sean distintas a las del contrato administrativo, pese a que su finalidad también pueda ser la consecución de un fin vinculado con la satisfacción del interés público nacional. Por tanto, si bien en el numeral 3.3 del artículo 3 de la Ley de Contrataciones del Estado no se ha previsto un supuesto de inaplicación específico para las “contrataciones gobierno a gobierno”, estas contrataciones, por su propia naturaleza y la calidad de las partes contratantes, se encuentran fuera del régimen general de contratación estatal, establecido por la referida ley.
Jesús María, 19 de julio de 2012

AUGUSTO EFFIO ORDÓÑEZ

Director Técnico Normativo
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� De acuerdo con el literal i) del artículo 58 de la Ley, es competencia del OSCE “Absolver consultas sobre las materias de su competencia. Las consultas que le efectúen las Entidades serán gratuitas;” (el subrayado es agregado).


� Numeral 12 de la Sentencia recaída sobre el EXP. N° 020-2003-AI/TC, de fecha 17 de mayo de 2004.


� Actualmente, la Ley de Contrataciones del Estado, vigente desde el 1 de febrero de 2009.





� Numeral 14 de la Sentencia recaída sobre el EXP. N° 020-2003-AI/TC, de fecha 17 de mayo de 2004.





� A efectos de precisar el contenido de “administración pública”, resulta citar lo señalado por Marcial Rubio: “Los órganos del gobierno central, así como los gobiernos regionales, concejos municipales y varios organismos constitucionales con funciones específicas, tienen por debajo de sus jefes u organismos internos rectores, un conjunto más o menos amplio de funcionarios, organizados en distintas reparticiones, que son los que ejecutan, supervisan y evalúan las acciones propias del Estado y constituyen la administración pública.” (El subrayado es agregado). RUBIO CORREA, Marcial. El Sistema Jurídico, Lima: Fondo Editorial de la Pontificia Universidad Católica del Perú, 2009, décima edición, Pág. 65.





Adicionalmente, el mismo autor indica que “La administración pública está en todo el Estado: en el Congreso, en el Poder Judicial, en los órganos del Estado, y en los gobiernos regionales y locales. Pero la parte más importante de la Administración está en el Poder Ejecutivo (…)” (el subrayado es agregado). RUBIO CORREA, Marcial. El Estado Peruano según la Jurisprudencia del Tribunal Constitucional, Lima: Fondo Editorial de la Pontificia Universidad Católica del Perú, 2006, primera edición, Pág. 210.


� Según el artículo 15 de la Ley Nº 28112, Ley Marco de la Administración Financiera del Sector Público, son fondos públicos los ingresos de naturaleza tributaria, no tributaria o por financiamiento que sirven para financiar todos los gastos del Presupuesto del Sector Público. De manera complementaria, el Anexo - Glosario de Definiciones de la Ley Nº 28112, precisa que fondos públicos son los recursos financieros del Sector Público que comprende a las entidades, organismos, instituciones y empresas. Finalmente, el artículo 10 de la Ley Nº 28411, Ley General del Sistema Nacional de Presupuesto, señala que los fondos públicos se orientan a la atención de los gastos que genere el cumplimiento de sus fines, independientemente de la fuente de financiamiento de donde provengan.





� Numeral 11 de la Sentencia recaída sobre el EXP. N° 020-2003-AI/TC, de fecha 17 de mayo de 2004.





� CASSAGNE, Juan Carlos. El Contrato Administrativo, Buenos Aires: Editorial Abeledo-Perrot, segunda edición, Pág. 13.


� MARÍA DIEZ, Manuel. Derecho Administrativo, Buenos Aires: Editorial Plus Ultra, 1979, segunda edición, Tomo III, Pág. 33.





� Ídem, pág. 21.





� Ídem, Pág. 28.





� Ídem, Pág. 31.


� MARÍA DIEZ, Manuel. Derecho Administrativo, Buenos Aires: Editorial Plus Ultra, 1979, 2ª edición, Tomo III, Pág. 33.





� Ídem, Pág. 35.





� Ídem, Pág. 35.





� Ídem, Pág. 37.





� Ídem, Pág. 23.





� CASSAGNE, Juan Carlos. El Contrato Administrativo, Buenos Aires: Editorial Abeledo-Perrot, segunda edición, Pág. 26.


� MARÍA DIEZ, Manuel. Derecho Administrativo, Buenos Aires: Editorial Plus Ultra, 1979, 2ª edición, Tomo III, Pág. 41.





� La satisfacción de la necesidad permite a la Entidad cumplir con las funciones que le han sido asignadas por ley, las cuales se encuentran relacionadas con la prestación de determinado servicio a la colectividad.





� Como el derecho al pago del precio de las prestaciones ejecutadas, o el derecho a someter a conciliación y/o arbitraje las controversias, entre otros.





� Como la potestad de ordenar la ejecución de prestaciones adicionales o la reducción de éstas, la aplicación unilateral de la penalidad por mora o la potestad de resolver el contrato cuando se alcanza el monto máximo para la aplicación de esta penalidad, entre otros.


� Numeral 19 de la Sentencia recaída sobre el EXP. N° 020-2003-AI/TC, de fecha 17 de mayo de 2004.





� “Artículo 3.- Ámbito de aplicación


(…)


3.3	La presente norma no es de aplicación para:


(…)


ñ)	Las contrataciones realizadas con proveedores no domiciliados en el país cuyo mayor valor estimado de las prestaciones se realice en el territorio extranjero;


(…).”





� Siendo necesario para este efecto realizar un estudio de las posibilidades que ofrece el mercado.





� Cabe precisar que, de conformidad con el Anexo Único del Reglamento, “Anexo de Definiciones”, por “proveedor” se entiende a “La persona natural o jurídica que vende o arrienda bienes, presta servicios generales o de consultoría, o ejecuta obras.” (El subrayado es agregado).





� El segundo párrafo del artículo 63 de la Constitución, establece que “En todo contrato del Estado y de las personas de derecho público con extranjeros domiciliados consta el sometimiento de éstos a las leyes y órganos jurisdiccionales de la República  y su renuncia a toda reclamación diplomática. Pueden ser exceptuados de la jurisdicción nacional los contratos de carácter financiero.” (El resaltado es agregado). De la interpretación conjunta esta disposición y del artículo 76 de la Constitución, antes analizado, se desprende que la Ley de Contrataciones del Estado es aplicable a los contratos administrativos que celebran las Entidades con los particulares domiciliados en el país, ya sean nacionales o extranjeros.





� Como las Opiniones N° 016-2006/GTN, Nº 009-2011/DTN, las que pueden ser revisadas para mayor detalle sobre la configuración de este supuesto de inaplicación.





